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Cuarta.—Constitución del Consejo de Dirección y supre-
sión de la Gerencia de Telecomunicaciones e Informática.
1. La constitución efectiva del Consejo de Dirección de la
entidad de Derecho público Aragonesa de Servicios Telemáticos
se producirá en sesión ordinaria, previa convocatoria de todos
sus miembros, efectuada por su Presidente, en el plazo máximo
de tres meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley.
2. En el plazo de dos meses desde la constitución del Consejo
de Dirección de la entidad, quedará suprimida la Gerencia de
Telecomunicaciones e Informática adscrita a la Dirección Gene-
ral de Ordenación Administrativa y Servicios del Departamento
de Presidencia y Relaciones Institucionales.
3. En tanto no se produzca la supresión efectiva de la
Gerencia de Telecomunicaciones e Informática, las compe-
tencias y funciones que la presente Ley atribuye a la entidad
Aragonesa de Servicios Telemáticos seguirán siendo ejerci-
das por los órganos y unidades administrativas que, dentro de
la estructura orgánica de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Aragón, las tengan atribuidas por el ordena-
miento jurídico.
Quinta.—Integración de nuevos servicios transferidos.
En el caso de que, como consecuencia de futuros procesos
de transferencias, se traspasen a la Comunidad Autónoma de
Aragón infraestructuras, equipos, servicios y sistemas de
informática y telecomunicaciones, tales recursos quedarán
integrados en la Red Aragonesa de Comunicaciones Institu-
cionales (RACI), gestionada por la entidad Aragonesa de
Servicios Telemáticos.
No obstante, atendida la especificidad del sector de actua-
ción pública objeto de la transferencia, la gestión de los
servicios y sistemas de carácter sectorial transferidos se lleva-
rá a cabo por los respectivos departamentos u organismos
autónomos de adscripción a través de la modalidad organiza-
tiva específica que las competencias transferidas requieran.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera.—Presupuesto de la entidad en el ejercicio 2001.
1. Los recursos anuales incluidos en el anexo único («Pre-
supuesto de la entidad Aragonesa de Servicios Telemáticos»)
figurarán, para el ejercicio presupuestario de 2001, en el
estado de gastos de la sección 11, del Departamento de
Presidencia y Relaciones Institucionales, programa 126.5.
Respecto al programa 121.4, corresponderán a la entidad los
créditos destinados a cubrir atenciones comprendidas en su
ámbito de actuación.
Con este fin, se efectuarán las modificaciones necesarias
para instrumentar la consignación de las dotaciones aprobadas
en el estado de gastos de la entidad, librándose en firme a su
favor.
2. Asimismo, en posteriores ejercicios se librarán en firme
los remanentes que pudieran existir al cierre del ejercicio
anterior en los créditos de transferencia a la entidad, una vez
efectuada su incorporación al ejercicio vigente, que se produ-
cirá automáticamente mediante orden del Consejero respon-
sable de Economía.
Segunda.—Sucesión de persona jurídica empleadora.
En el caso de desaparición de la entidad Aragonesa de Servi-
cios Telemáticos, los empleados de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Aragón, ya sean éstos propios, trans-
feridos o incorporados a la función pública de la Comunidad
Autónoma de Aragón que hubieran sido adscritos a ella, tendrán
derecho, sin solución de continuidad, a incorporarse a una plaza
del departamento de procedencia, con la misma categoría y nivel
retributivo alcanzados y en la misma localidad de origen, com-
putándose a todos los efectos los derechos y el tiempo de
servicios prestados en la entidad como prestados en la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Aragón.
Tercera.—Subrogación de la entidad en los contratos de la
Diputación General de Aragón.
La entidad Aragonesa de Servicios Telemáticos se subroga,
en la posición jurídica de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Aragón y sus organismos públicos, en los
contratos relativos a infraestructuras, equipos, sistemas, servi-
cios y aplicaciones corporativos para la información y las
telecomunicaciones, así como en los derechos y obligaciones
que deriven de los contratos vigentes o de cualquier otro
acuerdo, convenio o contrato suscrito por aquéllos en relación
con los servicios y sistemas citados.
DISPOSICION DEROGATORIA
Unica.—Derogación expresa y por incompatibilidad.
1. Quedan derogados los artículos 10.1.d, 10.3 y 15, así
como la disposición adicional tercera del Decreto 181/1999,
de 28 de septiembre, de Estructura Orgánica del Departamen-
to de Presidencia y Relaciones Institucionales.
2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de
igual o inferior rango se opongan a la presente Ley.
DISPOSICIONES FINALES
Primera.—Estatutos de la entidad.
En el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta
Ley, el Consejo de Dirección elevará al Gobierno de Aragón,
para su aprobación, los estatutos de la entidad de Derecho
público Aragonesa de Servicios Telemáticos, a través del Depar-
tamento de Presidencia y Relaciones Institucionales.
Segunda.—Habilitación de desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Gobierno de Aragón para dictar las disposi-
ciones reglamentarias necesarias y adoptar las oportunas
medidas de desarrollo y ejecución de lo dispuesto en esta Ley.
Tercera.—Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su
publicación en el «Boletín Oficial de Aragón».
Así lo dispongo a los efectos del artículo 9.1 de la Constitución
y los correspondientes del Estatuto de Autonomía de Aragón.
Zaragoza, 31 de mayo de 2001.
El Presidente del Gobierno de Aragón,
MARCELINO IGLESIAS RICOU
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LEY 8/2001, de 31 de mayo, de adaptación de
procedimientos a la regulación del silencio admi-
nistrativo y los plazos de resolución y notificación.
$
En nombre del Rey y como Presidente de la Comunidad
Autónoma de Aragón, promulgo la presente Ley, aprobada
por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique en el «Boletín
Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», todo




La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, originó un primer proceso de adaptación de la
normativa estatal y autonómica en materia de procedimientos
administrativos, que, por lo que se refiere a la Comunidad
Autónoma de Aragón, se plasmó en la aprobación de diversos
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Decretos por los que se procedía, en cada Departamento, a la
adecuación de sus procedimientos a la citada Ley 30/1992
(Decretos 94 y 220 de 1993; 36, 59, 125 y 227 de 1994; y 54, 103
y 170 de 1997).
La Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley 30/
1992, introdujo importantes novedades en la regulación del
silencio administrativo y los plazos de resolución de los
procedimientos y su notificación. Por ello, la Disposición
Adicional Primera de la Ley 4/1999 previó un nuevo proceso
de adaptación de las normas reguladoras de los procedimien-
tos, tanto estatales como autonómicas.
Por su parte, la Disposición Adicional Décima de la Ley
aragonesa 11/1996, de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Aragón, modificada por la Ley 11/2000, de 27
de diciembre, de medidas en materia de Gobierno y Adminis-
tración, se refiere igualmente a la adaptación de los procedi-
mientos de la Administración aragonesa a las previsiones
contenidas en la referida Ley estatal 4/1999, de 13 de enero.
2
El artículo 42.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en la
redacción dada al mismo por la Ley 4/1999, de 13 de enero,
establece que el plazo máximo en el que debe notificarse la
resolución expresa de un procedimiento no podrá exceder de seis
meses, salvo que una norma con rango de Ley establezca uno
mayor o así venga previsto en la normativa comunitaria europea.
En virtud del apartado 2 de la Disposición Transitoria
Primera de la Ley 4/1999, cuando las normas reglamentarias,
estatales o autonómicas, hubieran establecido un plazo máxi-
mo de duración del procedimiento superior a seis meses, se
entenderá que el plazo máximo para resolver y notificar la
resolución será precisamente de seis meses.
Esta circunstancia aconseja dictar una norma con rango de
Ley que preste cobertura a todos aquellos procedimientos en
que se considera necesario mantener o establecer plazos
superiores a seis meses.
3
El artículo 43.2 de la Ley 30/1992, en la redacción dada al
mismo por la Ley 4/1999, prevé como regla general el silencio
positivo en los procedimientos iniciados a solicitud del interesa-
do, salvo que una norma con rango de Ley o de Derecho
Comunitario Europeo establezca lo contrario. Se exceptúan de
esta regla general tres tipos de procedimientos iniciados a
solicitud del interesado: procedimientos referidos al ejercicio del
derecho de petición, aquellos en los que pudiera derivarse la
adquisición de facultades sobre el dominio público o el servicio
público y los de impugnación de actos o disposiciones. En todo
caso, la regla del silencio positivo con carácter general rige tan
sólo para los procedimientos iniciados a solicitud del interesado,
dado que, en relación a los procedimientos iniciados de oficio,
debe estarse a lo dispuesto en el artículo 44 de la citada Ley.
En consecuencia, dada la exigencia de una norma con rango
de Ley para establecer el sentido desestimatorio del silencio,
la presente Ley prevé una serie de supuestos en los que se
considera necesario mantenerlo o establecerlo, a través de su
inclusión en el Anexo de la misma.
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En consecuencia, el objeto principal de la Ley es determinar
los procedimientos en que se considera necesario mantener o
establecer plazos de resolución y notificación superiores a seis
meses, así como determinar los supuestos en los que se
considera necesario mantener o establecer el sentido
desestimatorio del silencio. No obstante, en el Anexo de la Ley
se recogen procedimientos no incluidos, en sentido estricto, en
los dos supuestos anteriores, que, sin embargo, por razones de
seguridad jurídica, regulación general de un sector de la
actividad, intervención de otras Administraciones Publicas en
los procedimientos, regulación previa de los procedimientos
en normas con rango de Ley u otras razones análogas, se ha
considerado conveniente incluir en el mismo.
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La presente Ley se dicta en ejercicio de la competencia de
la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de procedi-
miento administrativo derivado de las especialidades de su
organización propia (artículo 35.1.5.ª del Estatuto de Autono-
mía), así como los títulos competenciales referidos a las
materias sustantivas, recogidas en el Anexo de la misma,
cuyos procedimientos se ven afectados.
Artículo 1.—Plazo máximo de resolución y notificación de
procedimientos.
La resolución expresa en los procedimientos administrativos
que se enumeran en el Anexo de la presente Ley deberá ser
notificada a los interesados en los plazos que en aquél se indican.
Artículo 2.—Efecto desestimatorio del silencio.
Los interesados podrán entender desestimadas sus solicitu-
des por silencio administrativo en los procedimientos en que
así se prevé en el Anexo de la presente Ley, sin perjuicio de la
obligación de la Administración de dictar resolución expresa.
Artículo 3.—Procedimientos para la concesión de subven-
ciones y ayudas públicas.
En los procedimientos para la concesión de ayudas y sub-
venciones públicas, vencido el plazo sin haberse notificado
resolución expresa, los interesados podrán entender desesti-
madas sus solicitudes por silencio administrativo.
DISPOSICION DEROGATORIA
Unica.—Cláusula derogatoria.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior
rango se opongan a lo preceptuado en esta Ley.
DISPOSICIONES FINALES
Primera.—Cláusulas de salvaguarda.
1. Conservará su vigencia la regulación contenida en nor-
mas con rango de Ley, no modificadas por la presente Ley,
referidas al plazo máximo de resolución y notificación de
procedimientos y efectos del silencio administrativo.
2. Los plazos de resolución y notificación de procedimien-
tos no superiores a seis meses contenidos en normas reglamen-
tarias serán los que dispongan éstas, salvo que se establezca
una regulación diferente en la presente Ley.
3. Cuando normas reglamentarias hayan establecido plazos
superiores a seis meses para resolver y notificar, se entenderán
reducidos dichos plazos a seis meses, salvo que en el Anexo de
la presente Ley se establezca otro plazo específico.
Segunda.—Autorización normativa.
1. Queda autorizado el Gobierno de Aragón para dictar las
disposiciones reglamentarias exigidas para el desarrollo de
esta Ley.
2. El Gobierno de Aragón podrá modificar los plazos de
resolución y notificación de procedimientos contenidos en la
presente Ley, siempre que la modificación no suponga el
establecimiento de un plazo superior a seis meses.
Tercera.—Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publica-
ción en el «Boletín Oficial de Aragón».
Así lo dispongo a los efectos del artículo 9.1 de la Constitución
y los correspondientes del Estatuto de Autonomía de Aragón.
Zaragoza, 31 de mayo de 2001.
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